PAGE  
3

OPINIÓN Nº 071-2008/DOP
Entidad:
Ejército del Perú
Asunto:
Ámbito de aplicación de la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado
Referencia:


a) Oficio N.º 231 OGRE/N-3/10.00




b) Oficio N.º 215 OGR/N-4/19.01
1.
ANTECEDENTES


Mediante los documentos de la referencia, el Jefe del Estado Mayor del Ejército del Perú, en adelante la Entidad, solicita la absolución de una consulta referida a la posibilidad de celebrar un convenio de cooperación exento de la aplicación de la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado.
2.
CONSULTA Y ANÁLISIS
La Entidad formula literalmente la siguiente consulta:

“Para que una Entidad pueda suscribir un Convenio de cooperación que viabilice la ejecución de Vuelos de apoyo de Acción Cívica y/o Desarrollo Nacional, con una Empresa Privada ¿Debe seguir los procedimientos establecidos en el TUO de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado y su Reglamento, teniendo en cuenta que dicho convenio no irrogará gasto alguno al Estado?” 

Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis debe precisarse que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° de la Ley Nº 26850, Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
 (en lo sucesivo “la Ley”), y la Segunda Disposición Final de su Reglamento
 (en lo sucesivo “el Reglamento”), las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí. Es así que este Consejo Superior, en vía de consulta, se encuentra impedido de pronunciarse sobre casos concretos o evaluar documentación relativa a situaciones específicas.

En ese sentido, el tema materia de consulta será analizado en términos generales; por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
2.1
En primer lugar, la Ley, conjuntamente con su Reglamento, normas complementarias y modificatorias, y demás disposiciones emitidas por este Consejo Superior, conforman las reglas obligatorias que deben observar las Entidades del Estado en sus procesos de adquisiciones y contrataciones de bienes, servicios y obras, cuando estén involucrados recursos públicos.
Como toda norma de carácter especial, la Ley precisa el ámbito dentro del cual será aplicable, distinguiendo, para el efecto, dos aspectos en los que debe repararse para su delimitación: el aspecto subjetivo y el objetivo. El primer aspecto está referido a las personas que deben someter su comportamiento a las prescripciones establecidas en la Ley, cuando se configuren los supuestos de hecho previstos en ella; el segundo aspecto está referido a la materia u objeto que la norma pretende regular.
Con referencia al aspecto subjetivo, el numeral 2.1 del artículo 2º de la Ley, establece una descripción de los sujetos que —bajo el término genérico de Entidad— se encuentran comprendidos dentro del alcance de dicho cuerpo legal. Por su parte, el ámbito de aplicación objetivo se encuentra precisado en el artículo 1º y en el numeral 2.2 de la Ley, que establecen, de forma genérica, la obligación de las Entidades de someterse a los lineamientos contenidos en dicho cuerpo legal para las contrataciones y adquisiciones que involucren la provisión de bienes, servicios u obras necesarias para el cumplimiento de sus funciones y por las cuales asuman el pago del precio o de la retribución correspondiente con fondos públicos.

En suma, puede concluirse que, en atención a lo establecido en los artículos 1º y 2º de la Ley, y en concordancia con lo señalado en el artículo 76º de la Constitución Política del Perú
, en términos generales, se encuentran dentro del ámbito de aplicación de la Ley y su Reglamento los contratos celebrados por las Entidades, por los cuales el Estado asume la obligación de retribuir con una suma dineraria —erogación de fondos públicos— al contratista por su prestación que puede consistir en la entrega de bienes, realización de servicios o ejecución de una obra.


Aquellos acuerdos en los cuales no confluyan los elementos antes indicados, no se encontrarán sujetos a la Ley y su Reglamento.
2.2
En este contexto, la Entidad consulta si la celebración de un acuerdo —que denomina convenio— con un agente privado que, según afirma la Entidad, no irrogaría gasto alguno para el Estado, se encontraría bajo los alcances de la Ley y su Reglamento.


Toda vez que, según se ha indicado anteriormente, los contratos sujetos a la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado son aquellos celebrados por el Estado que suponen erogación de fondos públicos, aquellos acuerdos que no involucren dicho pago se encontrarán exentos de la aplicación de la Ley y su Reglamento.


No obstante, corresponde a la Entidad determinar si para la celebración de un acuerdo concurren o no los requisitos de aplicación de la normativa de contratación pública. 
3.
CONCLUSIONES
3.1
No será de aplicación la Ley y su Reglamento para la preparación, selección y/o perfeccionamiento de las contrataciones y/o adquisiciones que no involucren erogación de fondos públicos para el Estado.
3.2
No obstante, corresponde a la Entidad determinar si para la celebración de un acuerdo concurren o no los requisitos de aplicación de la normativa de contratación pública. 
Jesús María, 19 de setiembre de 2008
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� Texto Único Ordenado aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM.


� Aprobado mediante Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM


� Constitución Política del Perú





“Artículo  76º.-Obligatoriedad de la Contrata y Licitación Pública


Las obras y la adquisición de suministros con utilización de fondos o recursos públicos se ejecutan  obligatoriamente por contrata y licitación pública, así como también la adquisición o la enajenación de bienes.


La contratación de servicios y proyectos cuya importancia y cuyo monto señala la Ley de Presupuesto se hace por concurso público. La ley establece el procedimiento, las excepciones y las respectivas responsabilidades”.








